

RESPUESTAS A LAS OBSERVACIONES AL INFORME DE EVALUACION 

DE PROPUESTAS INVITACION A COTIZAR No. 005 de 2005

· A la Observación de Ferropinturas del Cauca

“ …En Representación de la Sociedad FERROPINTURAS DEL CAUCA LTDA. me permito hacer la siguiente observación con referencia a la revisión de los requisitos jurídicos para la invitación a cotizar para el suministro de acero figurado para la construcción de la primera etapa de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad del Cauca.

 

Requisito:

DECLARACION JURAMENTADA DE NO SER DEUDOR MOROSO.

 

Observación:

El requisito en cuestión se presentó de acuerdo al contenido en los Pliegos de la invitación a cotizar, según consta en el Folio No. 19 de los Documentos Técnico - Jurídicos de la propuesta.

Favor realizar la correspondiente verificación del cumplimiento de este requisito…”

 

RESPUESTA: Realizada la revisión una vez mas de su propuesta efectivamente, se evidencia que la declaración de deudor moroso se encuentra a folio 19 de la misma.  

Respecto al Documento de Deudor no moroso a que hace alusión el informe de evaluación jurídica, como documento subsanable, por parte de la firma FERROPINTURAS del Cauca, por un error involuntario en la trascripción, se colocó en la casilla correspondiente a FERROPINTURAS,  información que pertenece a la firma Durro Hierros Ltda, en conclusión el documento que presenta la inconsistencia, es el presentado por la firma DURO HIERROS a folio  11 y no el de FERROPINTURAS DEL CAUCA, a folio 19. Por lo tanto es aceptada su observación.

· A la observación de DURO HIIERRO LTDA

“…El documento de evaluación establece que la firma DURO HIERROS LTDA, es NO HABIL, en consideración a que NO CUMPLE con los requisitos jurídicos, requisitos financieros y requisitos técnicos, así:

1. Requisito jurídico: Dice la evaluación: 11 ACREDITACION DE PROPIEDAD DE EQUIPO. NO. No presenta certificación que acredite que la empresa Figuradores Asociados del Valle es propietaria de los equipos relacionados en el folio No. 13".

2. Requisito Financiero: Se concluye que No Cumple, porque los documentos financieros anexados, y que corresponden en su totalidad a lo exigido en el pliego de condiciones, no cuentan con la firma del contador.

3. Requisito Técnico: Se menciona que la oferta de DURO HIERROS LTDA, NO ES HABIL, porque presenta certificación donde dice tener exclusividad con la empresa Figuradores y Asociados el Valle, pero no acredita propiedad.

En los tres puntos mencionados, que perfectamente se reducen a dos (acreditación de propiedad de equipo y firma de contador en documentos financieros), estamos ante la presencia de cumplimiento de exigencias meramente formales, subsanables en aplicación de las normas contractuales vigentes, del principio de buena fe y de sanos criterios de objetividad y transparencia, tal como se dilucidará más adelante.

Si se analiza, la razón de ser de !as previsiones del pliego, relacionadas con el equipo y los documentos financieros, se debe concluir sin ninguna duda, en primer lugar, que la entidad requiere seguridad respecto de un suministro oportuno de los bienes con el cumplimiento de las especificaciones técnicas previamente definidas por la entidad, objeto que DURO HIERROS LTDA, está en toda la capacidad técnica de cumplir, contando con la empresa Figuradores Asociados del Valle, tal como se expresó en la oferta, mediante la respectiva certificación y en segundo lugar, la entidad busca que la empresa contratista le de seguridad financiera bajo los índices financieros de capital de trabajo, solvencia, nivel de endeudamiento y relación patrimonial, parámetros que, tal como se plasmó en el documento de evaluación son cumplidos en su totalidad por el oferente Duro Hierros Ltda.

La evaluación proyectada por la Universidad del Cauca, a través de los funcionarios que participaron en ella, están dando, de manera errada más valor a la formalidad del documento que al fondo o razón de ser de las exigencias, debiendo, dar aplicación al principio constitucional de la buena fé y a los principios rectores de la contratación pública y solicitar a la firma Duro Hierros Ltda., las aclaraciones o documentación pertinente.

Fundamentos Normativos.

. De orden constitucional.

El artículo 83 de la Carta contiene la presunción de la buena fe. Dispone que Igl actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán señirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas.

El artículo 84 ibídem agrega:

"Cuando un derecho o una actividad hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio".

El artículo 121 ibídem consagra:

"Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley".

De orden legal.

El artículo 28 de la ley 80 de 1993, que trata sobre la interpretación de las reglas contractuales en los contratos de las entidades estatales, prescribe:

"En la interpretación de las normas sobre contratos estatales, relativas a procedimiento de selección y escogencia de contratistas y en la de las cláusulas y estipulaciones de los contratos, se tendrá en consideración los fines y los principios de que trata esta ley, los mandatos de la buena fe y la igualdad y equilibrio entre prestaciones y derechos que caracteriza a los contratos conmutativos".

El artículo 24 ibídem numeral 50. dispone:

En los pliegos de condiciones o términos de referencia: a) Se indicarán los requisitos objetivos necesarios para participar en el correspondiente proceso de selección. b) Se definirán reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la confección de ofrecimientos de la misma índole, aseguren una escogencia objetiva y eviten la declaratoria de desierta de la licitación o concurso. c) Se definirán con precisión las condiciones de costo y calidad de los bienes, obras o servicios necesarios para la ejecución del objeto del contrato. d) No se incluirán condiciones y exigencias de imposible cumplimiento, ni exenciones de la responsabilidad derivada de los datos, informes y documentos que se suministren. 
e) Se definirán reglas que no induzcan a error a los proponentes y contratistas y que impidan la formulación de ofrecimientos de extensión ilimitada o que dependan de la voluntad exclusiva de la entidad. f) Se definirá el plazo para la liquidación del contrato, cuando a ello hubiere lugar, teniendo en cuenta su objeto, naturaleza y cuantía.

Serán ineficaces de pleno derecho las estipulaciones de los pliegos o términos de referencia y de los contratos que contravengan lo dispuesto en este numeral, o dispongan renuncias o reclamaciones por la ocurrencia de los hechos aquí enunciados.

El artículo 29 de la ley 80 citada trata el tema relacionado con el deber de selección. Estatuye al respecto:

"La selección de contratistas será objetiva. Es objetiva la selección en la cual la escogencia se hace al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. Ofrecimiento más favorable es aquel que, teniendo en cuenta los factores de escogencia, tales como cumplimiento, experiencia, organización, equipos, plazo, precio y la ponderación precisa, detallada y concreta de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o términos de referencia o en el análisis previo a la suscripción del contrato, si se trata de contratación directa, resulta ser el más ventajoso para la entidad, sin que la favorabilidad la constituyen factores diferentes a los contenidos en dichos documentos, sólo alguno de ellos, el más bajo precio o el plazo ofrecido. El menor plazo que se ofrezca inferior al solicitado en los pliegos, no será objeto de evaluación.

El administrador efectuará las comparaciones del caso mediante el cotejo de los diferentes ofrecimientos recibidos, la consulta de precios o condiciones del mercado y los estudios y deducciones de la entidad o de los organismos consultores o asesores designados para ello.

En caso de comparación de propuestas nacionales y extranjeras, se incluirán los costos necesarios para la entrega del producto terminado en el lugar de su utilización.

EI artículo 25 ibídem numeral 15 ordena que:

"Las autoridades no exigirán sellos, autenticaciones, documentos originales o autenticados, reconocimientos de firmas, traducciones oficiales ni cualquier otra clase de formalidades o exigencias rituales, salvo cuando en forma perentoria y expresa lo exijan leyes especiales.

La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de propuestas, no servirá de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos". (Consejo de Estado Rad. 811 )

Adicional a lo anterior el parágrafo del artículo 4 del decreto 2170 de 2.002, dice: 11 En desarrollo de lo previsto en el inciso 20 del numeral 15 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, los documentos y requisitos allí relacionados podrán ser solicitados por las entidades en cualquier momento, hasta la adjudicación."

Las anteriores previsiones normativas y su alcance, ha sido desarrollados ampliamente por el Consejo de Estado, a través de varios pronunciamientos, jurisprudencias y conceptos, de los cuales uno de las más completas corresponde a la Sala de Consulta y Servicio Civil, Consejero Ponente: Doctor Roberto Suárez Franco, del diecisiete (17) de abril de mil novecientos noventa y seis (1996), con número de radicación: 811, referencia: Contratos administrativos. Interpretación de los artículos 83 de la Constitución Política y 24, 25, 28 Y 29 de la ley 80 de 1993, cuyos apartes más relevantes e ilustrativos para el caso que nos ocupa, plasmamos a continuación:

Concepto rendido a solicitud de la Dirección del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República, quienes plantearon ante dicho organismo judicial, las siguientes interrogantes:

" 1. Se contrapone el principio de la buena fe previsto en el artículo 83 de la Constitución Política y en el artículo 28 de la ley 80 de 1993, con la exigencia de que los factores de evaluación se soporten y acrediten documenta/mente?

2. En las licitaciones o concursos la experiencia referida a personas naturales se demuestra con la sola hoja de vida del proponente o por el contrario, esto debe ser complementado acreditando o probando con constancias o certificaciones la experiencia que en ella se relaciona?

3. Es posible acreditar la experiencia después del cierre de la licitación o concurso?". "

El Consejo de Estado considera:

.. Alcances de la aplicación del principio constitucional de la buena fé.

Tal normatividad consagra, en primer término, un deber para toda persona: ceñirse a los postulados de la buena fe; es un imperativo categórico que se proyecta en dos maneras: por los particulares cuando actúan frente al Estado, o por éste cuando en ejercicio de la función pública, desarrolla su propia actividad frente a los particulares.

t

Este concepto entendido frente al derecho público equivale a que la buena fe es la conciencia de actuar como particular o como servidor público por medios legítimos, exentos de fraude o de todo otro vicio.

Se trata, entonces, de una presunción de carácter constitucional aplicable a toda la actividad jurídica, aunque con el carácter de simplemente "legal': es decir, que en casos específicos los particulares o el Estado a través de sus agentes y en sus actividades propias puede actuar de mala fe contrariando el principio de la buena fe, lo cual puede ser demostrado ante la autoridad competente.

La Corte Constitucional, comentando los artículos 83 y 84 de la Carta Política, ha sostenido:

"De todo lo cual se desprende sin mayores esfuerzos del intelecto que el principio es la confianza, expresada en la presunción de buena fe, mientras que las excepciones al mísmo, es decir, aquellas ocasiones en las cuales pueda partir el Estado del supuesto contrario para invertir la carga de la prueba, haciendo que los particulares aporten documentos o requísitos tendientes a demostrar algo, deben estar expresa, indudable y taxativamente señaladas en la ley. De tal modo que el sewidor público que formule exigencias adicionales a las que han sido legalmente establecidas, vulnera abiertamente la Constitución e incurre en abuso y extralimitación en el ejercicio de sus atribuciones.

Ello significa que para la ejecución y concertación de actos entre particulares, pero concretamente en nuestro caso entre estos y el Estado se establecen requísitos, condiciones, o formalidades tendientes a garantizar la efectividad de derechos y el cumplimiento de obligaciones derivados de la actuación estatal y particular. Pero estos condicionamientos establecidos sin un criterio racional pueden llegar a hacer nugatorio el ejercicio de los derechos de los particulares, lo cual de manera clara y precísa lo condena el constituyente, cuando en el artículo 84 de la Carta prescribe:

"Cuando un derecho o una actividad hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio".

"El principio de la buena fe en materia contractual.

En relación con la celebración de contratos estatales entre los particulares y el Estado el régimen aplicable, en lo fundamental. está contenido en la ley 80 de 1993, que es el Estatuto de Contratación Administrativa, el cual en su artículo 23 dispone:

"Las actuaciones de quienes intervengan en la contratación estatal se desarrollarán con arreglo a los principios de transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa. Igualmente se aplicarán en las mismas las normas que regulan la conducta de los servidores públicos, las reglas de interpretación de la contratación, los principios generales del derecho y los particulares del derecho administrativo".

En el artículo 24 del mismo estatuto se desarrolla el principio de transparencia; con él  se pretende garantizar la imparcialidad, la igualdad de oportunidades y la escogencia objetiva del contratista aún en los casos de contratación directa.

Para ese propósito, señala el artículo 24-5, que en los pliegos de condiciones o términos de referencia, deben definirse reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la presentación de ofrecimientos de la misma índole y eviten la declaratoria de desierta de la licitación o concurso.

Por lo tanto, prohíbe la inclusión de condiciones y exigencias de imposible cumplimiento, exoneraciones de responsabilidad que pudiera derivar de los datos, informes o documentos que se suministren para acreditar ciertos hechos.

Prescribe el artículo 29 que el deber de selección objetiva consiste en escoger el ofrecimiento más favorable, para lo cual se tendrá en cuenta la ponderación precisa y detallada de los factores de escogencia, tales como cumplimiento, experiencia, organización, equipos, plazo; descartando en todo caso, factores de afecto o de interés y, en general cualquier clase de motivación subjetiva.

Con el principio de economía consagrado por el artículo 25, se persigue eliminar trámites, requisitos y en general procedimientos innecesarios que entraben o dilaten injustificadamente el proceso de contratación.

Así en el numeral 15 se dispone que la falta de documentos o de requisitos que no sean necesarios para la comparación de las propuestas, no constituye título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. A contrario sensu, la falta de aquellos documentos que resulten necesarios para el estudio comparativo de las propuestas, constituirá causal de rechazo.

Por otra parte según el principio de igualdad de oportunidades todo ciudadano que esté en capacidad de contratar con la administración debe tener acceso a ella, sin discriminación alguna, pero ello obviamente no se opone a que la demostración de aquellos factores de escogencía de cuya ponderación sea posible deducir el ofrecimiento más favorable, implique un desconocimiento del principio constitucional de la buena fe.

Precisamente por razón de justicia y equidad se debe conceder a los oferentes la oportunidad para que acrediten sus calidades y condiciones, con la finalidad de que la administración pueda escoger la mejor propuesta.

En este orden de ideas se llega a la conclusión de que se pueda exigir especial idoneidad a quienes participen en una licitación lo cual deberá acreditarse con las constancias o certificaciones pertinentes; específicamente la experiencia profesional, cuando este sea factor determinante para la ejecución satisfactoria del objeto del contrato. Con la demostración de tales circunstancias la administración pretende garantizar los derechos de los licitantes más idóneos para evitar que uno de ellos amparándose bajó la presunción de la buena fe, pueda vulnerar los derechos de los demás participantes en la licitación.

Cosa distinta es que para la presentación de tales documentos, la administración exija formalidades o ritualidades no previstas en la ley, porque en tal eventualidad se estarían vulnerando normas constitucionales y legales citadas.

De lo anteriormente expuesto se concluye que es procedente acreditar la experiencia profesional después del cierre de la licitación o concurso.

Además, y teniendo en cuenta las reglas contenidas en el artículo 30 de la ley 80 de 1992 que consagran la estructura de los procedimientos de selección, se observa /o siguiente:

El plazo de la licitación o concurso, es el que debe transcurrir entre la fecha de la presentación de las propuestas y la del cierre. Dentro de este plazo, a solicitud de cualquiera de las personas que retiraron pliegos, la entidad estatal puede ordenar la celebración de una audiencia para precisar el contenido y alcance de los pliegos de condiciones o términos de referencia, pudiendo introducir las modificaciones pertinentes o prorrogar el plazo de la licitación o concurso. Esto sin perjuicio de que los participantes puedan solicitar aclaraciones.

El plazo dentro del cual la entidad estatal contratante se comprometa a elaborar los estudios de carácter técnicos, económico o jurídico necesarios para la evaluación de las propuestas, debe indicarse en los pliegos o términos de referencia, toda vez que dentro de éste la administración puede solicitar a los proponentes las aclaraciones y explicaciones que se estimen necesarias.

Los informes de evaluación de las propuestas quedan a disposición de los oferentes por un término de 5 días, para que presenten las observaciones que consideren pertinentes, pero sin que puedan "completar, adicionar, modificar o mejorar sus propuestas".

No obstante, una vez cerrada la licitación y sólo dentro del término de evaluación de las propuestas, los oferentes pueden allegar documentos necesarios para acreditar experiencia ya expresada en la propuesta. Vencido éste término precluye tal término precluye tal facultad. "

Por lo anterior, teniendo en cuenta lo expresado y para que sean debidamente valorados, anexo a este escrito los siguientes documentos, que permiten subsanar en la parte formal los requerimientos del pliego:

1. Certificación de la firma FAVAL LTDA - Figuradores Asociados del Valle​, acompañada del Certificado de Existencia y Representación Legal, en la cual, tal como se manifestó en la certificación que se anexó en la oferta, dicha empresa con equipos de su propiedad, cumplen ampliamente con la capacidad técnica requerida por la Universidad del Cauca para la ejecución del contrato de suministro objeto de la convocatoria 05 de 2.005, y

2. Certificación del 15 de marzo de 2.005, suscrita por el Representante Legal de Duro Hierros Ltda y por el contador LUIS ALBERTO QUIJANO S., con tarjeta profesional No. 56268 - T, expedida por La Junta Central de Contadores, donde declaran que" se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en los Estados Financieros de los años 2003 y 2004, conforme al reglamento y que las mismas se han tomado fielmente de los libros de la sociedad. ", además de copia de la Tarjeta
Profesional del Contador,
certificado de antecedentes disciplinarios del mismo y todos los documentos financieros exigidos en el pliego de condiciones.

Anotando que desde el punto legal, no podrían existir estados financieros dictaminados por el Revisor Fiscal de la empresa, tal como se presentaron, sin que los mismos no hayan sido debidamente certificados por el respectivo Contador.

Ahora bien, si la Universidad del Cauca, dentro del poder discrecional que le asiste, considera no aplicables las previsiones constitucionales, normativas y jurisprudencia les antes mencionadas, deberá en subsidio tener en cuenta que, uno de los principios rectores de la contratación pública es el PRINCIPIO DE IGUALDAD.

Al respecto, tenemos que, de conformidad con el cuadro de evaluación jurídica publicado, la empresa Oferente FERROPINTURAS DEL CAUCA LTDA, dejó de presentar la 11 Declaración Juramentada de no ser deudor Moroso" y a pesar de ello, califican dicha oferta como HABIL, considerando dicho requisito "SUBSANABLE", posiblemente contrariando el pliego de condiciones, ya que éste documento rector del proceso de selección dispone de manera expresa:

"2.1 DOCUMENTOS NECESARIOS

La propuesta deberá contener los siguientes documentos, considerados por la Universidad del Cauca, como necesarios para la evaluación de la misma; la falta de uno de ellos ¡nvalidará la propuesta. (negrillo fuera de texto)

2.1.1.1 DOCUMENTOS JURIDICOS

h. Declaración juramentada de no ser deudor moroso

El proponente deberá presentar la declaración juramentada de no encontrarse en el Boletín de deudores morosos de la Contaduría General de la Nación."

Respecto a la aplicación del principio de igualdad en todos los procesos contractuales de selección, el Consejo de Estado, Sala Contencioso Administrativa, Sección Tercer, manifestó en Sentencia del 19 de julio de 2001 lo siguiente:

"Son elementos fundamentales del proceso licitatorio: la libre concurrencia, la igualdad de los oferentes y la sujeción estricta al pliego de condiciones. La libre concurrencia permite el acceso al proceso licitatorio de todas las personas o sujetos de derecho interesados en contratar con el Estado, mediante la adecuada publicidad de los actos previos o del llamado a licitar. Es un principio relativo, no absoluto o irrestricto, porque el interés público impone limitaciones de concurrencia relativas, entre otras, a la naturaleza del contrato y a la capacidad e idoneidad del oferente. La igualdad de los licitadores, presupuesto fundamental que garantiza la selección objetiva y desarrolla el principio de transparencia que orienta la contratación estatal, se traduce en la identidad de oportunidades dispuesta para los sujetos interesados en contratar con la Administración. Y la sujeción estricta al pliego de condiciones es un principio fundamental del proceso licitatorio, que desarrolla la objetividad connatural a este procedimiento, en consideración a que el pliego es fuente principal de los derechos y obligaciones de la administración y de los proponentes. En efecto, el pliego de condiciones está definido como el reglamento que disciplina el procedimiento licitatorio de selección del contratista y delimita el contenido y alcance del contrato. Es un documento que establece una preceptiva jurídica de obligatorio cumplimiento para la administración y el contratista, no sólo en la etapa precontractual sino también en la de ejecución yen la fase final del contrato.

Como quedó señalado a propósito de la consagración legal del principio de transparencia y del deber de selección objetiva, la Administración esta obligada constitucional (art. 13 c.P.) y legalmente (art. 24, 29 Y 30 ley 80 de 1993) a garantizar el derecho a la igualdad de los oferentes o competidores. Por virtud de esta garantía, todos los sujetos interesados en el proceso de licitación han de estar en idénticas condiciones, y gozar de las mismas oportunidades, lo cual se logra, según la doctrina, cuando concurren los siguientes aspectos: ') Las condiciones deben ser las mismas para todos los competidores. 2) Debe darse preferencia a quien hace las ofertas más ventajosas para la Administración.

En Sentencia de mayo de 1999 la Sección Tercera del Consejo de Estado, expresó:

Aquí es pertinente recordar que, es principio fundamental informador de la etapa de selección del contratista, el de garantizar la igualdad de los oferentes y por lo mismo bajo dicha óptica todas aquellas cláusulas que puedan comportar la vulneración de tal principio, son susceptibles de depuración, por parte del juez del contrato, como que la aplicación indiscriminado de aquellas, puede constituir la fuente de daños y perjuicios para cualquiera de los partícipes dentro del proceso de selección objetiva. "

En este orden de ideas, la posibilidad de subsanar la no presentación de un documento o la no presentación del mismo en debida forma, debe aplicarse a todos los oferentes que participan en el proceso de selección, valorando para Duro Hierros Ltda, los documentos que se anexan y permitiendo para Ferropinturas del Cauca Ltda., subsanar la No presentación de la declaración juramentada de no ser deudor moroso, igual tratamiento para los dos oferentes.

Igualmente en consideración a los criterios expuestos, sobre la aplicación del principio de igualdad., podría la Universidad el Cauca, declarar NO HABILES, las dos ofertas presentadas dentro de la convocatoria 05 de 2.005 y que 

corresponden a Ferropinturas del Cauca Ltda. y Duro Hierros Ltda, con la consecuente declaratoria de desierta de la invitación.

En conclusión, comedidamente solicitamos, se nos dé el mismo tratamiento dado a Ferropinturas del Cauca Ltda., permitiéndonos subsanar las formalidades de los documentos solicitados, valorando en su integridad los presentados en la oferta y los anexos al presente documento; o en su defecto, y bajo la misma óptica de los principios que rigen la actividad contractual, declarar inhábil la oferta de Ferropinturas del Cauca Ltda., dándole así el mismo tratamiento dado a Duro Hierros Ltda., por la no presentación en debida forma de un documento.

Finalmente, debemos anotar que en el cuadro de evaluación de documentos de contenido jurídico se menciona en relación con el Certificado de la Cámara de Comercio en el RUP, que este documento de Duro Hierros Ltda., " No cumple que sea con 30 días anteriores a su expedición. ", al respecto aclaramos que el RUP presentado por Duro Hierros Ltda fue expedido el 19 de mayo de 2.005, cumpliendo a cabalidad con la previsión del pliego del numeral 2.1. l. 1 DOCUMENTOS JURIDICOS literal d.

Anexos:

Poder debidamente autenticado, un folio.

Certificación de Faval Ltda, un folio

Certificado Cámara de Comercio Faval Ltda., dos tolios. topia Tarjeta Profesional del Contador, un folio. Antecedentes disciplinarios contador, un folio.

Certificación del Contador y el Representante Legal, un folio. Documentos financieros, 11 folios.

RESPUESTA. En atención a los fundamentos de derecho que usted alude  y en especial  los artículos de  la Ley 80 de 1993 o Estatuto Contractual  de la Administración Pública, me  permito precisarle, tal y como consta en la resolución R- 232 del 5 de mayo de 2005, por la cual se ordenó la apertura del procedimiento administrativo contractual para recibir propuestas y adjudicar el contrato para el Suministro de Acero estructural figurado para la primera etapa de la construcción de la Facultad de Ciencias Contables Económicas y Administrativas de la Universidad del Cauca, que  la Institución, es un ente autónomo del orden nacional, al cual por disposición de la Ley 30 de 1992, en  su artículo 93, no aplica la Ley 80 de 1993 y sus decretos reglamentarios, al que Usted hace referencia.  Sin embargo frente a su  observación le manifestamos lo siguiente:

a) La Universidad del Cauca publicó el proyecto de invitación a cotizar y  sus términos definitivos y  en estas dos oportunidades, la empresa que usted representa no hizo observaciones.

b) En cuanto a los requisitos que la Universidad, considera como necesarios para la evaluación de las propuestas, como Usted mismo lo aduce en su escrito “… el pliego de condiciones está definido como el reglamento que disciplina el procedimiento licitatorio de selección del contratista y delimita el contenido y alcance del contrato. Es un documento que establece una preceptiva jurídica de obligatorio cumplimiento para la administración y el contratista, no sólo en la etapa precontractual sino también en la de ejecución y en la fase final del contrato…”

En consecuencia, los términos de la invitación a cotizar son claros frente a la información requerida de índole financiera, al solicitar los estados financieros básicos comparado 2004, tal y como lo establece el capitulo II numeral 2.1, Documentos Necesarios

“…2.1 DOCUMENTOS NECESARIOS

La propuesta deberá contener los siguientes documentos, considerados por la Universidad del Cauca, como necesarios para la evaluación de la misma; la falta de uno de ellos invalidará la propuesta. 

 2.1.1.3. Documentos Financieros 

a. Estados financieros

El proponente deberá anexar los siguientes documentos: 

- Estados financieros básicos comparados de los años 2003 y 2004, de conformidad con el decreto 2649/93, entendiéndose como estados financieros básicos certificados, aquellos que requieren la firma del representante legal y del contador, en todos los cinco estados y en sus notas a los mismos. 

- Estados financieros básicos dictaminados: Se exigen para aquellos proponentes obligados por ley o por estatutos a tener revisor fiscal. Es obligatorio anexar dictamen y la firma en todos lo estados y notas a los mismos. (La negrilla va fuera de texto)  

- Inscripción en el R.U.T.

- Certificado de Antecedentes Disciplinarios vigente del Contador y del Revisor Fiscal expedido por la Junta Central de Contadores con fecha de expedición inferior a tres (3) meses…”

Debe observarse lo señalado en el Decreto Reglamentario 2649 de 1993, por medio del cual se establecieron, entre otros, los principios contables generalmente aceptados, determinándose en su artículo 33 la forma en que deben ser certificados los estados financieros que deban presentarse en cumplimiento de alguna obligación legal o, como sucede en el presente caso, que devenga de la expectativa real y futura de la celebración de un negocio jurídico:

"Estados financieros certificados y dictaminados. Son estados financieros certificados aquellos firmados por el representante legal, por el contador público que los hubiere preparado y por el revisor fiscal, si lo hubiere, dando así testimonio de que han sido fielmente tomados de los libros.”1

De acuerdo con lo señalado por el anterior aparte normativo, la firma por parte del representante legal y el contador público de los estados financieros presentados da fe tanto de su veracidad como de la fidelidad de los datos tomados de los libros contables con los que cuenta la empresa respectiva.

El artículo 37 de la ley 222 de 1995, expresa que "Estados financieros certificados. El representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubiesen preparado los estados financieros deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. La certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en ellos, conforme al reglamento, y que las mismas se han tomado fielmente de los Libros.”

En esta última disposición normativa, se amplia el alcance del artículo 33 del Decreto 2649 de 1993, en el sentido de aclarar que la certificación de los estados financieros contiene implícitamente la verificación de las afirmaciones que en ellos se hacen y la fidelidad de éstas conforme a lo consignado en los libros contables.

Es ésta la interpretación idónea que ha adoptado el máximo organismo de inspección y vigilancia de la profesión contable en Colombia, la Junta Central de Contadores, según se desprende de lo indicado por ella mediante la Circular Externa No. 030 de 1998, cuyos fragmentos más importantes expondremos a continuación:

La Junta Central de Contadores es una unidad administrativa especial sin personería jurídica adscrita al Ministerio de Educación Nacional, creada por medio del Decreto Legislativo 2373 de 1956, ratificada por la Ley 145 de 1960 y la Ley 43 de 1990, e integrada al sector administrativo de la educación mediante el Decreto 2330 de 2003.

Al tenor de lo establecido en la Ley 43 de 1990 y el Acuerdo 004 de 2001 de la misma Junta, en el cual se establece su propio reglamento, esta Corporación tiene dentro de su órbita funcional la de resolución de consultas y la de proferir conceptos a través de la expedición de circulares externas, las cuales tienen obligatoriedad en el medio contable, si se tiene en cuenta que entre sus funciones se encuentra la de hacer cumplir las normas sobre ética profesional y la de procurar que el ejercicio de la contabilidad se haga de acuerdo con las disposiciones normativas pertinentes.

"En los términos del artículo 37 de la ley en cita (Ley 222/95), el representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubieren preparado los estados financieros, deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. En este sentido, es de anotar que la certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones que sobre existencia, integridad, derechos y obligaciones, valuación, presentación y revelación se encuentran contenidas en los estados financieros, en cumplimiento cabal del mandato contenido en el artículo 57 del Decreto 2649 de 1993, esto es, que la administración del ente económico, incluido el contador público responsable de la preparación de los estados financieros, se ha cerciorado que se encuentran cumplidas las afirmaciones implícitas y explícitas contenidas en cada uno de los elementos que conforman dichos estados financieros.

En este orden de ideas y de acuerdo con la referida norma,  la certificación se entiende surtida con  la firma de  los estados financieros por parte de  representante  legal  y del  contador público responsable de  la preparación de  los mismos, con los alcances del artículo 57 del Decreto 2649 de 1993."

Es evidente que se desprende de la Circular anterior – norma jurídica vinculante- una prioridad, cual es la de brindar a la manifestación de voluntad expresada mediante la firma del representante legal y del contador público de los estados financieros preparados por ellos mismos, toda la veracidad y confiabilidad, sin exigir de tal manifestación requisitos o expresiones adicionales para que surta efectos como certificación válida frente a terceros.

No en vano, el artículo 10 de la Ley 43 de 1990 recalcó que los actos realizados por un contador público en el ejercicio de su profesión se presumen verdaderos y ajustados a la ley. Señala la norma en cuestión:

"De la fe pública. La atestación o firma de un contador público en  los actos propios de su profesión hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo se ajusta a  los requisitos  legales, lo mismo que a  los estatutarios en el  caso de personas jurídicas. Tratándose de balances, se presumirá además que  los saldos se han tomado fielmente de  los  libros, que éstos se ajustan a  las normas  legales y que  las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna  a correspondiente situación financiera en  la fecha de  balance. "

Respecto de la certificación a esos estados  se cita el concepto número 230 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública de abril de 1999, “...Por el contrario los estados financieros que carezcan de certificación en los términos de la ley 222 de 1995, no tienen validez legal y no ameritan credibilidad.  En el caso especifico de la consulta, los estados financieros que presentaron los proponentes únicamente tenían firmas del representante legal y del contador, pero no llevaban la declaración expresa sobre “ que se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en ellos, conforme al reglamento y que las mismas se han tomado fielmente de los libros”.  Por lo tanto no están debidamente certificados....” 

El mismo Consejo en el concepto NO. 120 de agosto de 1997, “... Para brindar un MAYOR CLARIDAD SOBRE DICHOS ESTADOS se exige la certificación en un documento adicional que haga expresa referencia a las verificaciones de las afirmaciones contenidas en el articulo 57 (sic) del Decreto 2649 de 1993...” 

La Universidad considera que los estados financieros básicos y sus notas debidamente certificadas por el representante legal, el contador y el revisor fiscal si éste último fuere exigible, son documentos de fondo toda vez que los estados financieros básicos deben cumplir con lo establecido en el art. 15 del Decreto 2649 de 1993, que dice: “Art. 15. Revelación plena. El ente económico debe informar en forma completa, aunque resumida, todo aquello que sea necesario para comprender y evaluar correctamente su situación financiera, los cambios que esta hubiere experimentado, los cambios en el patrimonio, el resultado de sus operaciones y su capacidad para generar flujos futuros de efectivo.

La norma de revelación plena se satisface a través de los estados financieros de propósito general, de las notas a los estados financieros, de información suplementaria y de otros informes, tales como el informe de los administradores sobre la situación económica y financiera del ente y sobre lo adecuado de su control interno.

También contribuyen a ese propósito los dictámenes o informes emitidos por personas legalmente habilitadas para ello, que hubieren examinado la información con sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas”.

1. La importancia de las Notas a los Estados Financieros se fundamenta en el contenido del artículo 114 del decreto 2649, que a la letra dice: “Notas a los estados financieros. Las notas, como presentación de las prácticas contables y revelación de la empresa, son parte integral de todos y cada uno de los estados financieros. Las mismas deben prepararse por los administradores, con sujeción a las siguientes reglas: 

· Cada nota debe aparecer identificada mediante números o letras y debidamente titulada, con el fin de facilitar su lectura y su cruce con los estados financieros respectivos. 

· Cuando sea práctico y significativo, las notas se deben referenciar adecuadamente en el cuerpo de los estados financieros. 

· Las notas iniciales deben identificar el ente económico, resumir sus políticas y prácticas contables y los asuntos de importancia relativa. 

· Las notas deben ser presentadas en una secuencia lógica, guardando en cuanto sea posible el mismo orden de los rubros de los estados financieros. 

Las notas no son un sustituto del adecuado tratamiento contable en los estados financieros.”

2. La Universidad requiere los Estados Financieros Comparados, para verificar la sostenibilidad de  la actividad económica, con la información suministrada en los dos últimos años fiscales, y fundamentaos en el  contenido del Artículo 32 ibidem, que dice: “ Estados financieros comparativos. Son estados financieros comparativos aquellos que presentan las cifras correspondientes a mas de una fecha, período o ente económico.

Los estados financieros de propósito general se deben preparar y presentar en forma comparativa con los del período inmediatamente anterior, siempre que tales períodos hubieren tenido una misma duración.  En caso contrario, la comparación se debe hacer respecto de estados financieros preparados para mostrar un mismo lapso del ciclo de operaciones.”

Nota: El subrrayado es nuestro.

3. Con los Estados de Cambios en la Situación Financiera, Estado de Flujo de Efectivo, Estado de Cambios en el Patrimonio, la  Universidad:

· Obtiene, información más detallada y de análisis no contenida en el Balance General y el Estado de Resultados que le permite entre otros aspectos establecer la capacidad de efectivo y por consiguiente la necesidad de financiamiento que eventualmente pueda requerir;

· Logra precisar la razonabilidad de las diferencias entre el resultado (utilidad o pérdida) del ejercicio fiscal con el flujo neto de efectivo del mismo periodo, hecho que podría modificar el patrimonio y consecuentemente el nivel de endeudamiento;

· Le permiten, estos estados, determinar con mayor veracidad y precisión el capital de trabajo;

· Precisa la conformación y variación del patrimonio, especialmente en depurar lo concerniente a las valorizaciones y donaciones, lo que incide en el nivel de endeudamiento.

Respecto al documento de Deudor no moroso a que se hace alusión en el informe de evaluación jurídica, le aclaro lo siguiente: 

· Quien no presenta la declaración de deudor moros en debida forma, es la firma DURO HIERROS, por  cuanto quien declara es la señora Olga Lucia Tobón Hernández, como persona natural y no como representante legal de la empresa (ver folios 11). Pese a ello, la Universidad lo tuvo en cuenta. 

· Ferropinturas presentó la declaración juramentada de conformidad con la ley 901, la cual reposa en su propuesta a folio 19.

Sin embargo por un error involuntario en la transcripción, se colocó en la casilla correspondiente a Ferropinturas que esta empresa era la que no cumplía, siendo lo contrario.

En cuanto al requisito  de ACREDITACION DE PROPIEDAD DE EQUIPO, que no se allegó a su propuesta, los términos de la invitación a cotizar son claros al establecer en su numeral  2.1.2.1, que debe  acreditarse la propiedad de los equipos relacionados, que para el caso que nos ocupa su poderdante no cumplió.

Por lo tanto, tener en cuenta los documentos aportados (Certificación de Faval Ltda, Certificado Cámara de Comercio Faval Ltda., copia Tarjeta Profesional del Contador, Antecedentes disciplinarios contador, Certificación del Contador y el Representante Legal, Documentos financieros), por la empresa de manera extemporánea, sería quebrantar los principios de igualdad  y transparencia, que Usted mismo alude en su escrito. En consecuencia, la Universidad no acepta sus observaciones 

Atentamente,

DIEGO JOSE MUÑOZ SOLANO

Presidente

Junta de Licitaciones y Contratos

